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PRONUNCIAMIENTO N° 086-2012/DSU

Entidad:

Superintendencia Nacional de Administración Tributaria (SUNAT)
Referencia:

Concurso Público Nº 20-2011/SUNAT/2G3500, convocado para la “Contratación de servicio de seguridad y vigilancia para las sedes de los departamentos Ica y La Libertad”
1. ANTECEDENTES 

Mediante Oficio Nº 002-2012-SUNAT-4A0000, recibido el 01.02.2012, la Presidenta del Comité Especial del proceso de selección de la referencia remitió al Organismo Supervisor de las Contrataciones del Estado (OSCE) las observaciones presentadas por el participante EMPRESA DE SEGURIDAD, VIGILANCIA Y CONTROL S.A.C. (ESVICSAC), así como el informe técnico en el que sustenta las razones para no acogerlas, en cumplimiento de lo dispuesto por el artículo 28° del Decreto Legislativo Nº 1017, en adelante la Ley, y el artículo 58° de su Reglamento, aprobado por Decreto Supremo Nº 184-2008-EF, en adelante el Reglamento.

OBSERVACIONES

Observante: 
EMPRESA DE SEGURIDAD, VIGILANCIA Y CONTROL S.A.C. (ESVICSAC)

Observación Nº 01:
Contra la documentación de presentación obligatoria 

Mediante la presente observación, el participante cuestiona que se haya establecido en las Bases la posibilidad de que aquellos proveedores que no cuenten con la autorización para prestar servicios de vigilancia en los departamentos en los que se llevará a cabo la prestación del servicio, presenten una declaración jurada en la que se comprometan a que, en caso se otorgue la buena pro, para la suscripción del contrato, presentarán la autorización de ampliación de establecimientos o de destaque de personal, correspondiente, a fin de dar inicio del desarrollo de sus actividades.
En ese sentido, solicita que se suprima dicha posibilidad y se requiera en la propuesta técnica contar necesariamente con la Constancia de inscripción vigente en el Registro Nacional de Empresas y Entidades que realizan actividades de intermediación laboral ante el Ministerio de Trabajo en los departamentos de Ica y La Libertad. 

Pronunciamiento

El artículo 13° de la Ley, concordado con el artículo 11° del Reglamento, establece que la definición de los requerimientos técnicos mínimos es de exclusiva responsabilidad de la Entidad, sin mayor restricción que la de permitir la mayor concurrencia de proveedores en el mercado, debiéndose considerar criterios de razonabilidad, congruencia y proporcionalidad.

Por su parte, cabe precisar que el artículo 29° de la Ley sostiene que la elaboración de las Bases recogerá lo establecido en la presente norma y su Reglamento y otras normas complementarias o conexas que tengan relación con el proceso de selección, las que se aplicarán obligatoriamente.

Así también, en el artículo 61° del Reglamento se ha previsto que para que una propuesta sea admitida deberá incluir, cumplir y, en su caso, acreditar la documentación de presentación obligatoria que se establezca en las Bases y los requerimientos técnicos mínimos que constituyen las características técnicas, normas reglamentarias y cualquier otro requisito establecido como tal en las Bases y en las disposiciones legales que regulan el objeto materia de la contratación.

De lo señalado en los párrafos precedentes se desprende que, si bien constituye facultad de las Entidades determinar, en atención a sus propias necesidades, los requerimientos técnicos mínimos de los servicios que se pretende contratar, estos deben ser acordes con la legislación que regula el objeto materia de la convocatoria. 

En el presente caso, se advierte que el artículo 13° de la Ley Nº 27626 – Ley que regula la actividad de las empresas especiales de servicios y de las cooperativas de trabajadores –señala que “La inscripción en el Registro (Registro Nacional de Empresas y Entidades que realizan actividades de intermediación Laboral) es un requisito esencial para el inicio y desarrollo de las actividades de las entidades referidas en el artículo 10° de la presente Ley. (…) La inscripción en el Registro deberá realizarse ante la Autoridad Administrativa de Trabajo competente del lugar donde la entidad desarrollará sus actividades.” (el subrayado es agregado).
Por su parte, el segundo párrafo del artículo 8° del Decreto Supremo N° 003-2002-TR, Reglamento de la Ley Nº 27626, señala que, “cuando la entidad
 desarrolle actividades en lugares ubicados en una jurisdicción distinta a la que otorgó el Registro, la entidad debe comunicar a la Autoridad Administrativa de Trabajo del lugar donde desarrolla su actividad sobre la existencia y vigencia de su Registro, anexando la constancia correspondiente” (el subrayado es agregado).
De lo expuesto, se advierte que el Registro faculta a las empresas a operar solamente dentro del ámbito del lugar en el que la Autoridad Administrativa de Trabajo otorgó la autorización, siendo que, en caso se inicien actividades fuera de ésta, la empresa deberá comunicar a la Autoridad Administrativa de Trabajo del lugar en el que desarrollará las actividades, sobre la existencia y vigencia de su Registro.

Al respecto, de acuerdo a lo establecido en el Texto Único de Procedimientos Administrativos (TUPA) del Ministerio de Trabajo
, la comunicación de la apertura de sucursales, oficinas, centros de trabajo, u otros establecimientos y de desarrollo de actividades, de las entidades que desarrollan actividades de Intermediación Laboral, ante la Dirección de Promoción del Empleo y Formación Profesional o Departamento que haga sus veces, es gratuito y de calificación automática, no existiendo una evaluación previa para el mismo.
Cabe resaltar que, en caso la empresa realice una apertura de sucursales, oficinas, centros de trabajo, u otros establecimientos fuera del ámbito de su Registro, deberá comunicarlo, de acuerdo a lo establecido en el artículo 27° de la Ley Nº 27626, “dentro de los 5 (cinco) días hábiles del inicio de su funcionamiento”; siendo dicho trámite de calificación automática, sujeto al pago de la tasa correspondiente (1.3708% de la UIT), de acuerdo al TUPA del Ministerio de Trabajo.
Así, los trámites antes detallados se deben realizar cuando la empresa dé inicio al desarrollo de sus actividades en lugares distintos al que consta en el Registro; o cuando se haya realizado la apertura de sus establecimientos fuera del ámbito de éste. 

En ese sentido, en la medida que para el acto de presentación de propuestas el proveedor no tendrá certeza respecto del desenlace del proceso de selección, no debería verse obligado a realizar el/los trámite(s) antes detallados, siendo que, por el contrario, deba contar necesariamente con su inscripción en el Registro Nacional de Empresas y Entidades que realizan actividades de intermediación Laboral, independientemente que dicho registro no haya sido expedido por la Autoridad Administrativa de Trabajo del lugar en el que se desarrollará las actividades en el presente proceso de selección.
En virtud de lo expuesto en el párrafo precedente, este Organismo Supervisor ha previsto NO ACOGER la presente observación.
Sin perjuicio de lo señalado, la Entidad deberá solicitar como documento de presentación obligatoria en la propuesta técnica, la copia de su inscripción en el Registro Nacional de Empresas y Entidades que realizan actividades de intermediación Laboral, independientemente que dicho registro no haya sido expedido por la Autoridad Administrativa de Trabajo de los departamentos de Ica y/o La Libertad, según corresponda. No obstante ello, como documento de presentación obligatoria para la suscripción del contrato, deberá solicitarse al postor ganador de la Buena Pro, el documento en el que conste que se haya realizado el trámite correspondiente a la comunicación del inicio de sus actividades ante la Autoridad de Ica y/o La Libertad, según corresponda; trámite que la Entidad ha llamado en sus Bases “ampliación de establecimientos o destaque de personal”, y que deberá adecuar a lo señalado líneas arriba a fin de no causar confusión entre los participantes.
Observación Nº 02: 
Contra las penalidades 

El observante cuestiona que no se haya previsto un plazo para la subsanación de las faltas previstas en la tabla de penalidades en las que se incurra, señalando que, de acuerdo con el artículo 169° del Reglamento, si alguna de las partes falta al cumplimiento de sus obligaciones la parte perjudicada deberá requerirla mediante carta notarial para que enmiende y/o subsane la falta cometida en un plazo no mayor a cinco (5) días. Es por ello que solicita que se indique expresamente que en el caso que el contratista incurra en falta, podrá subsanarla y/o enmendarla en un plazo no mayor a cinco (5) días, dependiendo de la gravedad de la misma. 

Pronunciamiento

En principio, cabe señalar que el artículo 166° del Reglamento señala que en las Bases podrá establecerse penalidades distintas a la penalidad por mora en la ejecución de la prestación, siempre que sean objetivas, razonables y congruentes con el objeto de la convocatoria; es así que la sola configuración del supuesto de infracción contemplado en las Bases por parte del contratista, faculta a la Entidad para la aplicación de la multa respectiva, independientemente de los mecanismos de defensa que pueda utilizar el contratista, según lo dispuesto en el artículo 52° de la Ley.

Al respecto, el objeto de una penalidad es disuadir al contratista del incumplimiento o del cumplimiento defectuoso de las prestaciones a las que se comprometió al momento de presentar su oferta. Por tanto, los supuestos bajo los cuales se configura su aplicación deben estar directamente relacionados con la prestación a su cargo.
En el presente caso, en el numeral XVIII del Capítulo III de la Sección Específica de las Bases se ha previsto que “El contratista será notificado por el jefe de administración de la Unidad Organizacional mediante carta comunicando la penalidad impuesta, cada vez que incurra en las faltas descritas en la tabla de penalidades, indicándole que deberá subsanar la falta en la que ha incurrido”. 

De las penalidades descritas en las Bases, se observa que están relacionadas con aspectos propios del servicio de vigilancia y la verificación del cumplimiento de sus obligaciones laborales. Así, está penalizándose determinados supuestos como, por ejemplo, que el usuario del arma no disponga de la licencia de portar armas, que el cambio de personal se realice sin la autorización correspondiente, el abandono del servicio del agente de vigilancia, que el personal no disponga del carnet de DICSCAMEC, entre otros.

Ahora bien, el observante señala que se debería otorgar un plazo no mayor a cinco (5) días hábiles para que se subsane o enmiende la falta en la que se incurrió, de conformidad con el artículo 169° del Reglamento. 

En relación con ello, el Comité Especial indicó en el pliego absolutorio que, “sobre el requerimiento de un plazo para subsanar, enmendar o presentar descargos, (…) la aplicación de las penalidades mencionadas es en la oportunidad en que se presentan, no pudiendo ser subsanadas en forma posterior (por ejemplo, llegar tarde a cubrir el puesto de vigilancia o la inasistencia de un agente de seguridad). Más aún en los casos en que el incumplimiento esté referido a un mandato legal, como es el caso del uso del carné DICSCAMEC y la  licencia para portar armas, en donde a su vez la falta es no subsanable y la aplicación de la penalidad es inmediata”.
Asimismo, el referido artículo 169° del Reglamento ha previsto el procedimiento de resolución del contrato, para lo cual es necesario que la parte perjudicada haya requerido el cumplimiento de las obligaciones mediante carta notarial para que la satisfaga en un plazo no mayor a cinco (5) días, que podrá ser menor en atención a la gravedad de la falta o la complejidad de la subsanación; y no el plazo que deberá otorgarse al contratista en caso incurra en una de las causales de penalización previstas por las Bases.

En este sentido, este Organismo Supervisor ha decidido NO ACOGER la Observación, lo que no obsta que se aplique la penalidad, ni enerva el derecho de la Entidad a actuar conforme al artículo 169° del Reglamento de considerarlo pertinente. 

2. CONTENIDO DE LAS BASES CONTRARIO A LA NORMATIVA SOBRE  CONTRATACIONES DEL ESTADO 

En ejercicio de su función de velar por el cumplimiento de la normativa vigente en materia de contrataciones del Estado, conforme a lo señalado en el inciso a) del artículo 58° de la Ley, este Organismo Supervisor ha procedido a realizar la revisión de las Bases remitidas, habiendo detectado el siguiente contenido contrario a la Ley y el Reglamento.

3.1. Base Legal

En el numeral 1.10 de la Sección Específica de las Bases se hace referencia, como base legal, al Decreto Supremo Nº 005-94-IN, Reglamento de servicios de seguridad privada. Al respecto, cabe indicarle que con fecha 31.03.2011, se aprobó, mediante Decreto Supremo N° 003-2011-IN, el Reglamento de la Ley Nº 28879 - Ley de Servicios de Seguridad Privada, derogándose así el Decreto Supremo N° 005-94-IN, por lo que deberá modificarse la base legal, y adecuar las Bases a sus disposiciones.
3.2. Requerimientos técnicos mínimos

Respecto de los requisitos y características solicitados para el personal de vigilancia establecidos en los Términos de Referencia, se advierte que lo requerido no se ajusta a lo dispuesto en el art. 64° del Reglamento de la Ley Nº 28879 - Ley de Servicios de Seguridad Privada, aprobado por Decreto Supremo N° 003-2011-IN, pues se requiere que el personal sea únicamente peruano y no, peruano o de cualquier nacionalidad extranjera. En ese sentido, deberán modificarse la referida información y adecuarla a la normativa vigente.
4. CONCLUSIONES

4.1. En virtud de lo expuesto, este Organismo Supervisor dispone que el Comité Especial cumpla con lo indicado al absolver las observaciones indicadas en el numeral 2 del presente pronunciamiento, así como publicar en el SEACE la información requerida. 
4.2. El Comité Especial deberá tener en cuenta las observaciones formuladas en el numeral 3 del presente Pronunciamiento a fin de efectuar las modificaciones a las Bases que hubiere a lugar.
4.3 Publicado el pronunciamiento en el SEACE, éste deberá ser implementado estrictamente por el Comité Especial, previa coordinación con el área usuaria, en lo que se refiere a la precisión y modificación de las especificaciones técnicas, aun cuando ello implique que dicho Comité acuerde bajo responsabilidad, la suspensión temporal del proceso y/o la prórroga de sus etapas, en atención a la complejidad de las correcciones, adecuaciones o acreditaciones que se a necesario realizar, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 58º del Reglamento.

4.4 A efectos de integrar las Bases, el Comité Especial también deberá incorporar al texto original de las Bases todas las correcciones, precisiones y/o modificaciones dispuestas en el pliego de absolución de consultas y  observaciones, de acuerdo con el numeral 2 del Anexo de Definiciones del Reglamento. La integración y su publicación en el SEACE deberá ser efectuada dentro de los dos (2) días hábiles siguientes de notificado el pronunciamiento.

4.5 Conforme al artículo 58º del Reglamento, compete exclusivamente al Comité Especial implementar estrictamente lo dispuesto por este Organismo Supervisor en el presente pronunciamiento, bajo responsabilidad, no pudiendo continuarse con el trámite del proceso en tanto las Bases no hayan sido integradas correctamente, bajo sanción de nulidad de todos los actos posteriores.

4.6 El Comité Especial deberá modificar, bajo su exclusiva responsabilidad, las fechas de integración de Bases, de presentación y apertura de sobres, y del otorgamiento de la buena pro, para lo cual deberá considerar la fecha efectiva de notificación del presente Pronunciamiento, así como tener en cuenta que debe mediar un lapso no menor de cinco (5) días hábiles entre la fecha en que el Comité Especial publique la integración de Bases en el SEACE y la presentación de propuestas. Cabe precisar que, de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 53° del Reglamento, las personas naturales y jurídicas que deseen participar en el presente proceso de selección podrán registrarse hasta un (1) día después de notificada la integración de Bases; por lo que la fecha límite prevista para acceder al registro de participantes también deberá ser modificada tomando en cuenta la nueva fecha de integración.
Jesús María, 17 de febrero de 2012

PATRICIA ALARCÓN ALVIZURI 

Directora de Supervisión

EPP/
� De acuerdo a lo señalado en el Artículo 1.- De las Definiciones, del Decreto Supremo N° 003-2002-TR, debe entenderse como Entidades a “aquellas que tienen por objeto exclusivo destacar a su personal a una empresa usuaria, para prestar servicios temporales, complementarios o de alta especialización, que cumplen con los requisitos de la Ley y están registradas ante la Autoridad Administrativa de Trabajo”.





� Aprobado mediante Decreto Supremo Nº 007-2000-TR, cuya última modificación fue realizada mediante Decreto Supremo Nº 002-2001-TR con fecha 26.01.2001.





